De acuerdo con la Orden HFP/1030/2021, de 29 de septiembre, por la que se configura el sistema de gestión del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia, establece la obligación de toda entidad decisoria o ejecutora que participe en la ejecución de las medidas del Plan de Recuperación Transformación y Resiliencia —PRTR—, de disponer de un “Plan de medidas antifraude” que le permita garantizar y declarar que, en su respectivo ámbito de actuación, los fondos correspondientes se han utilizado de conformidad con las normas aplicables, en particular, en lo que se refiere a la prevención, detección y corrección del fraude, la corrupción y los conflictos de intereses.


En aplicación de la citada orden fue aprobado por acuerdo plenario de  23 de Enero de 2023 el Plan de Medidas contra el Fraude, conforme al documento que se incorpora como anexo al presente acuerdo.


DECLARACIÓN INSTITUCIONAL 


El Ayuntamiento de Coaña, tiene como uno de sus principales objetivos, reforzar sus políticas, estándares y procedimientos en materia antifraude; objetivo que se acrecienta con su potencialidad como beneficiario de los fondos MRR (Mecanismo para la Recuperación y Resiliencia) que la convierte en entidad decisora o ejecutora de las medidas del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia.


Esta declaración institucional de compromiso se alinea con los más altos estándares en materia de cumplimiento de las normas jurídicas, éticas y morales. Con ella, esta corporación se adhiere a los más estrictos principios de integridad, objetividad y honestidad.


Queremos evidenciar nuestra más firme oposición al fraude y a la corrupción.


Nuestro Código Ético, recoge una serie de principios como la objetividad, la integridad, la imparcialidad, la responsabilidad, la transparencia o la eficacia, entre otros; y todos los empleados, funcionarios o personal de la Corporación deben someterse a sus principios rectores.


Con la presente declaración institucional, esta Corporación Municipal promueve una cultura de cumplimiento, de integridad y de transparencia, que disuada a cualquiera de sus miembros de llevar a cabo cualquier tipo de fraude o actividad corrupta, promoviendo, a su vez, la prevención y detección de dichas conductas mediante el desarrollo de mecanismos y procedimientos creados al efecto.


La Corporación Municipal en todo momento velará por el cumplimiento estricto de estos principios y del Plan de Medidas Antifraude aprobado por el Ayuntamiento. Se realizará, de forma planificada el correspondiente seguimiento y control de los protocolos y procesos aprobados y del resultado de las medidas adoptadas, garantizando la debida diligencia en las medidas preventivas y/o correctoras de aplicación.


Este Ayuntamiento desea firmemente cumplir con el compromiso que se evidencia a través de esta declaración para lo cual ha procedido a la aprobación de un Plan de Medias Antifraude que posibilita la puesta en marcha de medidas eficaces y proporcionadas de lucha contra el fraude y la corrupción. Asimismo, se han habilitado procedimientos para denunciar las irregularidades o las sospechas de fraude que se detecten. Todos los informes se tratarán en la más estricta confidencialidad y de acuerdo con las normas que regulan la materia.


Por tanto, y a través de la presente declaración institucional, expresamos que el Ayuntamiento de Coaña tiene una política de tolerancia cero al fraude y la corrupción y que ha establecido un sistema de control robusto, diseñado especialmente para prevenir, detectar y evitar, en la medida de lo posible, los actos de fraude y corregir su impacto, en caso de producirse.


PLAN DE MEDIDAS CONTRA EL FRAUDE EN EL MARCO DEL PLAN DE RECUPERACIÓN, TRANSFORMACIÓN Y RESILIENCIA PARA LA GESTIÓN DE FONDOS EUROPEOS DEL AYUNTAMIENTO DE COAÑA








1.- INTRODUCCIÓN, NORMATIVA DE APLICACIÓN Y OBJETO DEL PLAN.





De conformidad con lo dispuesto en el artículo 6 de la Orden HFP/1030/2021, de 29 de septiembre, por la que se configura el sistema de gestión del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia, la necesidad de dar cumplimiento a las obligaciones que el artículo 22 del Reglamento (UE) 241/2021 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de febrero de 2021 impone a España en relación con la protección de los intereses financieros de la Unión como beneficiario de los fondos MMR, toda entidad decisora o ejecutora que participe en la ejecución de las medidas PRTR deberá disponer de un “Plan de Medidas Antifraude” que le permita garantizar y declarar que, en su respectivo ámbito de actuación, los fondos correspondientes se han utilizado de conformidad con las normas aplicables, en particular, en lo que se refiere a la prevención, detección y corrección del fraude, la corrupción y los conflictos de intereses. Es decir, mostrar una tolerancia cero por parte del Ayuntamiento al fraude, a la corrupción, al soborno y a los conflictos de interés.


Y con base a dicho propósito, este Ayuntamiento ha elaborado y aprobado el presente Plan de Medidas Antifraude con arreglo a las disposiciones que se contienen a continuación y respetando los requisitos mínimos contenidos en el artículo 6, apartado 5º de la citada Orden.


Por tanto, en el presente Plan se recogen una serie de herramientas, procedimientos y recomendaciones orientados a la lucha contra el fraude en torno a los cuatro elementos clave del denominado «ciclo antifraude», que son: prevención, detección, corrección y persecución.


Entre la normativa de aplicación al presente Plan Antifraude cabe destacar, como más relevante, la siguiente:


1.- NORMATIVA EUROPEA:


- Reglamento (UE) 2021/241 del Parlamento Europeo y del Consejo de 12 de febrero de 2021 por el que se establece el Mecanismo de Recuperación y Resiliencia y el resto de normativa que lo desarrolle.


- Reglamento (UE, Euratom) 2018/1046 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 18 de julio de 2018, sobre las normas financieras aplicables al presupuesto general de la Unión (Reglamento Financiero de la UE). 


- Directiva (UE) 2017/1371, del Parlamento Europeo y del Consejo de 5 de julio de 2017, sobre la lucha contra el fraude que afecta a los intereses financieros de la Unión a través del derecho penal (Directiva PIF).





2.- NORMATIVA NACIONAL:


- Real Decreto-ley 36/2020, de 30 de diciembre, por el que se aprueban medidas urgentes para la modernización de la administración pública para la ejecución del citado plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia.


- Orden HFP/1030/2021, de 29 de septiembre, por la que se configura el sistema de gestión del Plan, Transformación y Resiliencia.


- Orden HFP/1031/2021, de 29 de septiembre, por la que se establece el procedimiento y formato de la información a proporcionar por las entidades del Sector Público Estatal, Autonómico y Local para el seguimiento del cumplimiento de hitos y objetivos de ejecución presupuestaria y contable de las medidas de los componentes del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia.


- Orden TMA/957/2021, de 7 de septiembre, por la que se aprueban las bases reguladoras de la concesión de ayudas para la elaboración de proyectos piloto de Planes de Acción Local de la Agenda Urbana Española y la convocatoria para la presentación de solicitudes para la obtención de las subvenciones por el procedimiento de concurrencia competitiva.


- Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público (LCSP) (art. 64).


- Instrucción de 23 de diciembre de 2021 de la Junta Consultiva de Contratación Pública del Estado sobre aspectos a incorporar en los expedientes y en los pliegos rectores de los contratos que se vayan a financiar con fondos procedentes del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia.





2.- ÁMBITO DE APLICACIÓN





Por lo que se refiere al ámbito subjetivo, el presente Plan será de obligado cumplimiento:


Para todas las personas que desempeñen funciones retribuidas en el Ayuntamiento (funcionarios, interinos, personal laboral o eventual…).





Entidades dependientes del Ayuntamiento.





Todos los cuales, en su relación con Terceros y, en particular, con autoridades e instituciones públicas, deberán actuar de una manera acorde con los compromisos antifraude contenidos en el presente Plan y con las disposiciones nacionales e internacionales para la prevención del fraude, de la corrupción y del soborno.


Todos los obligados por este Plan deberán informar de cualquier actividad que pueda ser constitutiva de fraude, soborno o corrupción.


El Ayuntamiento procurará que los terceros que se relacionen con ella se adhieran al presente plan para poder entablar y mantener cualquier tipo de relación con el Ayuntamiento.


En cuanto a su ámbito objetivo, el presente Plan de Medidas Antifraude será aplicable a todas las operaciones de financiación, promovidas, tramitadas y de cualquier otra forma gestionadas, o participadas por el Ayuntamiento o cualquiera de sus Organismos Autónomos, Sociedades y Fundaciones dependientes, y en particular las relacionadas directa o indirectamente con los fondos UE.


El presente Plan estará disponible para todo el personal municipal, y cualesquiera terceros que quieran acceder a su contenido, mediante publicación oficial en el sitio web del propio ayuntamiento.





3.- CONCEPTOS Y TERMINOLOGÍA.





En el presente apartado se recogen las definiciones de los conceptos y terminología empleados en el presente Plan Antifraude de acuerdo con las disposiciones contenidas en la normativa referida en el anterior apartado: Directiva (UE) 2017/1371 y Reglamento (UE, Euratom) 2018/1046.





1.- CONFLICTO DE INTERESES:


El artículo 61 del Reglamento (UE, Euratom) 2018/1046 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 18 de julio de 2018, sobre las normas financieras aplicables al presupuesto general de la Unión considera que existe conflicto de intereses, cuando los agentes financieros y demás personas que participan en la ejecución del presupuesto, tanto de forma directa, indirecta y compartida, así como en la gestión, incluidos los actos preparatorios, la auditoría o el control, vean comprometido el ejercicio imparcial y objetivo de sus funciones por razones familiares, afectivas, de afinidad política o nacional, de interés económico o por cualquier otro motivo directo o indirecto de interés personal”. Y, además, especifica que “Corresponde a las autoridades nacionales, de cualquier nivel, evitar y/o gestionar los potenciales conflictos de interés”.


De la anterior definición se puede concluir que:


1º.- El potencial conflicto de intereses resulta aplicable a todas las fases de la gestión de la ejecución de un presupuesto.


2º.- Que responde a cualquier tipo de interés (familiar, afectivo, económico, político…).


3º.- Que se espera una prevención y/o corrección de cualquier situación que se perciba como conflicto de interés.


Por lo que se refiere a las posibles personas implicadas en un conflicto de interés, puede ser, de una parte, el empleado público encargado de la gestión, control y pago o aquella persona en quien se deleguen estas funciones; y de otra, el beneficiario privado, el socio, contratista o subcontratista, cuyas actuaciones sean financiadas con los fondos MRR.


Finalmente indicar, que el conflicto de interés puede clasificarse como APARENTE, POTENCIAL O REAL. 


Será aparente cuando los intereses privados de un empleado o cargo público o beneficiario son susceptibles de comprometer el ejercicio objetivo de sus funciones u obligaciones, pero, finalmente, no se encuentra un vínculo identificable e individual con aspectos concretos de la conducta o comportamiento de intereses, en el caso de que tuvieran que asumir en un futuro determinadas responsabilidades oficiales.





El conflicto de intereses será potencial cuando un empleado o cargo público o beneficiario tiene intereses privados de tal naturaleza, que podrían ser susceptibles de ocasionar un conflicto de intereses, en el caso de que tuvieran que asumir en un futuro


determinadas responsabilidades oficiales.





Por último, el conflicto de intereses real implica un conflicto entre el deber público y los intereses privados de un empleado o cargo público con intereses personales, que pueden influir de manera indebida en el desempeño de sus deberes y responsabilidades oficiales. En el caso de un beneficiario implicaría un conflicto entre las obligaciones contraídas al solicitar la ayuda de los fondos y sus intereses privados, que pueden influir de manera indebida en el desempeño de las citadas obligaciones.





2.- FRAUDE:


A los efectos del presente Plan, se considera fraude cualquier acción u omisión intencionada relativa:


A la utilización o la presentación de declaraciones o de documentos falsos, inexactos o incompletos, que tengan por efecto la percepción o la retención indebida de fondos procedentes del presupuesto general de las comunidades europeas o de los presupuestos administrados por las comunidades europeas o por su cuenta.





Al incumplimiento de una obligación expresa de comunicar una información que tenga el mismo efecto.





Al desvío de esos mismos fondos con otros fines distintos de aquellos para los que fueron concebidos en un principio.


Ha de precisarse que para que se considere fraude, ha de existir intencionalidad y que la simple concurrencia de irregularidad no implica la existencia de fraude, si no concurre la citada intencionalidad.


La irregularidad se distingue del fraude por su propia definición: “Constituye irregularidad toda infracción de una disposición del derecho comunitario correspondiente a una acción u omisión de un agente económico  que tenga o tendría por efecto perjudicar al presupuesto general de las Comunidades o a los presupuestos administrados por éstas, bien sea mediante la disminución o la supresión de ingresos procedentes de recursos propios percibidos directamente por cuenta de las Comunidades, bien mediante un gasto indebido” (Artículo 1.2 del Reglamento (CE, Euratom) nº 2998/95 del Consejo, de 18 de diciembre de 1995.





3.- CORRUPCIÓN:


A los efectos del presente Plan, se entiende por corrupción activa, la acción de toda persona que prometa, ofrezca o conceda, directamente o a través de un intermediario, una ventaja de cualquier tipo a un funcionario, para él o para un tercero, a fin de que actúe, o se abstenga de actuar, de acuerdo con su deber o en el ejercicio de sus funciones, de modo que perjudique o pueda perjudicar los intereses financieros de la Unión o del Ayuntamiento como entidad ejecutora y/u órgano gestor de los fondos.


Igualmente, se entiende por corrupción pasiva, la acción de un funcionario que, directamente o a través de un intermediario, pida o reciba ventajas de cualquier tipo, para él o para terceros, o acepte la promesa de una ventaja, a fin de que actúe, o se abstenga de actuar, de acuerdo con su deber o en el ejercicio de sus funciones, de modo que perjudique o pueda perjudicar los intereses financieros de la Unión Europea o del Ayuntamiento como entidad ejecutora y/u órgano gestor de los fondos.





 4.- ÓRGANO RESPONSABLE.





El Ayuntamiento constituirá un Comité que asumirá, entre sus funciones, el control, seguimiento y supervisión del cumplimiento de las medidas antifraude de manera proporcionada y adecuada para la gestión de los fondos de MRR, tal y como vienen definidas en el artículo 6 de la Orden HFP/1030/2021, de 29 de septiembre.


Las funciones del Comité serán las siguientes:


a) Promover la implementación de las medidas recogidas en el presente Plan.


b) Asesorar en la resolución de las dudas que pudieran surgir en la aplicación del Plan.


c) Informar con la periodicidad requerida a los órganos competentes acerca de la actividad realizada en ejecución del Plan.


d) Supervisar y comprobar la implementación de las políticas y procedimientos de conflictos de intereses y prevención del fraude previstos en el Plan.


e) Coordinar la evaluación de los riesgos de fraude en la gestión de los Fondos del MRR.


f) Elaborar los planes de trabajo que resulten precisos para la gestión del riesgo de fraude en la ejecución del plan.


g) Supervisar la implementación de los controles atenuantes necesarios para mitigar los riesgos de fraude identificados en la evaluación de riesgos.


h) Fomentar una cultura preventiva del fraude entre los intervinientes en procesos vinculados a la gestión de los fondos procedentes del MRR.


i) Colaborar en la formación en materia antifraude del personal municipal que intervenga en la gestión de los fondos procedentes del MRR.


j) Evaluar la efectiva aplicación de las medidas previstas en el Plan para los diferentes procesos vinculados a la gestión de los fondos procedentes del MRR.





5.- MEDIDAS PARA AFRONTAR CONFLICTOS DE INTERESES.





El presente Plan de Medias Antifraude contempla diferentes tipos de medidas para prevenir, y, en su caso, corregir posibles conflictos de intereses. Estas medidas, que se explican a continuación, se clasifican en función de si van dirigidas a evitar que el conflicto tenga lugar (MEDIDAS DE PREVENCIÓN), o a corregir una determinada situación de conflicto de intereses que ha surgido (MEDIDAS DE CORRECCIÓN).


Como medidas de PREVENCIÓN se establecen las siguientes:


1.- Comunicación e Información al personal sobre las distintas modalidades de conflicto de interés y de las formas de evitarlo. 


Aprobación del Plan de Medidas Antifraude.


Sesión de presentación del Plan para los cargos políticos, funcionarios y trabajadores del Ayuntamiento.


Creación de un canal de denuncias.


Publicación en la página web del Ayuntamiento del Plan de Medidas Antifraude.


2.- Cumplimentación de una Declaración de Ausencia de Conflictos de Intereses (DACI) a los intervinientes en los correspondientes procedimientos, firmada por el responsable del Órgano de Contratación, el personal que redacte los documentos de licitación/bases y/o convocatorias, los expertos que evalúen las correspondientes solicitudes/ofertas/propuestas, los miembros de los comités de evaluación de solicitudes/ofertas/propuestas y demás órganos colegiados que pudieran intervenir en los procedimientos. En este último caso dicha declaración se realizará al inicio de la correspondiente reunión – por todos los intervinientes de la misma – y se reflejará en el Acta.


Esta cumplimentación de la DACI se extenderá también, además de a los beneficiarios de la ayuda correspondiente, a los contratistas, subcontratistas, etc.


Se adjunta como Anexo I, el modelo de DACI.


3.- Comprobación de información a través de bases de datos de los registros mercantiles, bases de datos de organismos nacionales y de la UE, expedientes de los empleados (teniendo en cuenta las normas de protección de datos) o a través de la utilización de herramientas de prospección de datos (“data mining”) o de puntuación de riesgos (ARACHNE).


4.- Aplicación estricta de la normativa interna (normativa estatal, autonómica o local correspondiente, en particular, el artículo 53  del Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público relativo a los principios éticos, el artículo 23 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre de Régimen Jurídico del Sector Público, relativo a la abstención, y la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno.


Como medidas de CORRECCIÓN, se establecen las siguientes:


1.- Comunicación, al superior jerárquico, de la situación que puede suponer la existencia de un conflicto de interés para que éste confirme por escrito si considera que el mismo existe. Si así fuese, determinará que la persona cese toda actividad relacionada con dicho asunto y adoptará cualquier otra medida adicional que corresponda de conformidad con el Derecho aplicable.


Dicha comunicación podrá realizarse también – alternativamente al superior jerárquico –  o bien al Comité Antifraude del Ayuntamiento o bien dirigirse al buzón de sugerencias o denuncias, en cuyo caso será dicho órgano quien deberá determinar las medidas a adoptar.





2.- Aplicación estricta de la normativa interna, en particular, del 24 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, relativo a la recusación y la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno.





6.- MEDIDAS PARA PREVENIR, DETECTAR Y CORREGIR EL FRAUDE Y LA CORRUPCIÓN: EL CICLO ANTIFRAUDE.





El presente Plan establece las siguientes medidas de prevención, detección y corrección del fraude y de la corrupción:





1.- MEDIDAS DE PREVENCIÓN:


- Desarrollo de una cultura antifraude de todos los intervinientes en los procedimientos de gestión de los fondos procedentes del MRR, que se evidenciará a través de las siguientes acciones:


A) Desarrollar un código de conducta antifraude que especifique la posición de la organización ante el fraude y disponga de los estándares, estructuras y procesos relativos a la gestión del fraude en el Ayuntamiento (anexo II). 


B) Manifestar un compromiso firme contra el fraude a través de un comunicado público de tolerancia cero contra el fraude (anexo III).


C) Fomentar los valores, principios éticos y conductas establecidos por el Ayuntamiento.


D) Impulsar, entre los intervinientes en los procedimientos de gestión de los fondos procedentes del MRR, el código de conducta ante el fraude.


E) Formar a los intervinientes en los procedimientos de gestión de los fondos procedentes del MRR en la identificación de banderas rojas de fraude.


- Formación y concienciación:


Se pondrán en marcha acciones formativas para todos los niveles jerárquicos, que incluirán reuniones, seminarios, grupos de trabajo, etc. que fomenten la adquisición y transferencia de conocimientos. Se centrarán en la identificación y evaluación de los riesgos, el establecimiento de controles específicos, la actuación en caso de detección del fraude, la identificación de casos prácticos de referencia, etc.


- Mecanismos de segregación de funciones y responsabilidades:


Los fondos procedentes del MRR serán gestionados por los intervinientes a través de los siguientes instrumentos de gestión:


a) Subvenciones.


b) Contratación pública.


c) Gestión directa (medios propios, encomiendas de gestión y convenios de colaboración).


El Ayuntamiento velará por que se respeten y sigan los mecanismos de segregación de funciones y responsabilidades, recogidos en las regulaciones aplicables para la utilización de estos instrumentos. En particular, velará por que se cumplan los procedimientos recogidos en las siguientes normativas:


a) Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones (así como el Real Decreto 887/2006, de 21 de julio, por el que se aprueba el Reglamento de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones).


b) Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014.


c) Real Decreto-ley 3/2020, de 4 de febrero, de medidas urgentes por el que se incorporan al ordenamiento jurídico español diversas directivas de la Unión Europea en el ámbito de la contratación pública en determinados sectores; de seguros privados; de planes y fondos de pensiones; del ámbito tributario y de litigios fiscales.


d) Real Decreto-ley 36/2020, de 30 de diciembre, por el que se aprueban medidas urgentes para la modernización de la Administración Pública, y para la ejecución del plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia.





-Mecanismos adecuados de evaluación del riesgo para todas las medidas gestionadas, dejando evidencia de los mismos, en busca de las partes del proceso más susceptibles de sufrir fraude, y ejerciendo un debido control sobre las mismas.


En cualquier caso, los mecanismos adecuados para la evaluación del riesgo son los siguientes: habrán de estudiarse los antecedentes históricos de cada uno de los riesgos tomados en consideración para verificar si ha habido algún caso en el pasado para verificar si se han encontrado o identificado situaciones en las que se puede concretar el riesgo que se evalúa.


Esta evaluación se llevará a cabo con una periodicidad anual, o cuando se produzcan circunstancias sobrevenidas que requieran una evaluación con base en las mismas.


A tal efecto, se considerarán circunstancias sobrevenidas: posibles cambios significativos en la estructura organizativa, los procedimientos del Ayuntamiento y los cambios regulatorios que tengan incidencia significativa en las medidas de este Plan, así como los incidentes relacionados con eventuales incumplimientos o irregularidades.


El Ayuntamiento debe evaluar individualmente, y para cada instrumento de gestión, los riesgos de fraude identificados.





En particular, el Ayuntamiento:





Identificará los procesos en los que pueden ser cometidos fraudes y qué colectivos pueden verse afectados.





Identificará y priorizará los riesgos de fraude a los que está expuesto el Ayuntamiento. La priorización y categorización se llevará a cabo en función de la probabilidad e impacto que cada riesgo puede entrañar para el Ayuntamiento.





 Velará por la existencia de documentación que acredite adecuadamente el ejercicio de evaluación de riesgos realizado a los efectos de evaluar los riesgos de fraude.





Un ejercicio de evaluación de riesgos adecuado y documentado permitirá que se pueda realizar una asignación responsable y proporcionada de recursos – materiales y humanos – para la mitigación de los riesgos.





Asimismo, el Ayuntamiento establecerá los controles atenuantes (anexo IV) necesarios para mitigar los riesgos de fraude identificados en el ejercicio de evaluación de riesgos. 





De forma particular, para el riesgo de corrupción, el Ayuntamiento recurrirá a los procedimientos establecidos para la gestión de los conflictos de interés, en la medida en que estos riesgos, en lo que se refiere a la gestión de los fondos procedentes del MRR, pueden surgir de potenciales conflictos de interés, y su mitigación está estrechamente vinculada con la gestión de éstos.





Se incluye también un anexo V de autoevaluación del riesgo, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 6 de la Orden HFP/1030/2021, de 29 de septiembre, por la que se configura el sistema de gestión del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia como una actuación obligatoria para el órgano gestor.


El Anexo V reproduce lo dispuesto en el Anexo II.B.5 de la Orden HFP/1030/2021, que incluye un cuestionario de autoevaluación relativo al estándar mínimo





-Un sistema de control interno eficaz, adecuadamente diseñado y gestionado, con controles que se centran en paliar con eficacia los riesgos que se identifiquen y con responsables directos. 








-Análisis de datos. Dentro de los límites relativos a la protección de datos, se cruzarán datos con otros organismos públicos o privados del sector que permitan detectar posibles situaciones de alto riesgo.








2.- MEDIDAS DE DETECCIÓN:





-Uso de bases de datos como: 


a) Bases de datos de registros mercantiles para la comprobación de relaciones societarias y beneficiarios últimos.


b) Bases de datos de organismos nacionales y de la UE, entre las que se pueden encontrar bases de datos de resoluciones judiciales o de antecedentes.


c) Herramientas de prospección de datos y asignación de riesgos.


d) Herramientas de identificación de vinculaciones societarias.





- El desarrollo de indicadores de fraude (banderas rojas: Anexo IV).





-El establecimiento de mecanismos adecuados y claros para informar de las posibles sospechas de fraude por quienes los detecten (Canal de denuncias). El Ayuntamiento velará por que la definición del canal de denuncias esté alineada con la Directiva (UE) 2019/1937 del Parlamento Europeo y del Consejo de 23 de octubre de 2019 relativa a la protección de las personas que informen sobre infracciones del Derecho de la Unión, una vez sea traspuesta, y sin perjuicio de que normativas posteriores sean de aplicación y limiten la aplicación de la anterior.





3.- MEDIDAS DE CORRECCIÓN:





La detección de posible fraude, o sospecha fundada, conllevará por parte del Comité Antifraude las siguientes actuaciones:





La inmediata suspensión del procedimiento.


La notificación de tal circunstancia en el más breve plazo posible a las autoridades interesadas y a los organismos implicados en la realización de las actuaciones.


La revisión de todos aquellos proyectos que hayan podido estar expuestos al mismo.


La evaluación de la incidencia del fraude y su calificación como sistémico o puntual, y


La retirada de los proyectos o la parte de los proyectos afectados por el fraude y financiados o a financiar por el MRR (Mecanismo de Recuperación y Resiliencia).











4.- MEDIDAS DE PERSECUCIÓN:





A la mayor brevedad el Comité Antifraude procederá a:





1.- Comunicar los hechos producidos y las medidas adoptadas a la entidad decisora (o a la entidad ejecutora que le haya encomendado la ejecución de las actuaciones, en cuyo caso será ésta la que se los comunicará a la entidad decisora), quien comunicará el asunto a la Autoridad Responsable, la cual podrá solicitar la información adicional que considere oportuna de cara a su seguimiento y comunicación a la Autoridad de Control.





2.- Denunciar, si fuese el caso, los hechos punibles a las Autoridades Públicas competentes (Servicio Nacional de Coordinación Antifraude -SNCA-) y para su valoración y eventual comunicación a la Oficina Europea de Lucha contra el Fraude.





3.-Iniciar una información reservada para depurar responsabilidades o incoar un expediente disciplinario. En el caso de que se constate la materialización de un fraude en la gestión de los fondos procedentes del MRR, el Ayuntamiento podrá tomar las siguientes medidas sancionadoras:





a) En el caso de que el fraude hubiera sido realizado por empleados públicos, se aplicarán medidas sancionadoras de carácter laboral respetuosas con la normativa aplicable, sin que por ello pierdan contundencia o proporcionalidad con la gravedad de los hechos de los que traigan causa, informando, si procede, a los representantes legales de los Trabajadores. En particular, se tomará en consideración el Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público.





b) En el caso de que el fraude hubiera sido realizado por cargos públicos, se aplicarán las medidas sancionadoras previstas en la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno.





c) En el caso de que el fraude hubiera sido realizado por un tercero (beneficiario, contratista o subcontratista) se aplicarán las medidas disciplinarias o contractuales que considere proporcionales a los daños ocasionados. Todo ello, tomando en consideración las normativas y regulaciones aplicables.





4.- Denunciar los hechos ante la fiscalía y los tribunales competentes, en los casos oportunos.








7.- SEGUIMIENTO Y CONTROL PERIÓDICO DEL PLAN





El Ayuntamiento asume el compromiso de implantar, en breve plazo, un sistema de información adecuado para facilitar el seguimiento de las medidas del plan y también llevar a cabo las responsabilidades de prevención, detección y control de los actos contra la integridad, actos de fraude o de corrupción.


Asimismo, se habilitarán canales de comunicación interna y externa para que el personal empleado informe de los riesgos percibidos en su gestión, así como las actividades inadecuadas o de los casos de infracciones.


Por lo que se refiere a la SUPERVISIÓN, se realizará un control periódico con carácter anual para verificar el cumplimiento de las reglas del plan y sus efectos prácticos. Dicho seguimiento anual se basará en el análisis de las respuestas de los distintos departamentos y servicios gestores, a través de formularios y acciones específicas, preparadas al efecto.


Finalmente se elaborará un informe por el Comité Antifraude al final de cada anualidad sobre el cumplimiento de las medidas previstas en el plan, que será elevado al máximo órgano de dirección.


En lo que se refiere a la REVISIÓN del Plan, el citado Informe anual de ejecución del plan, así como la presencia de incumplimientos o casos de fraude o corrupción, indicarán la necesidad de su actualización, en función del seguimiento realizado, y recomendará su revisión siempre que sea necesario, teniendo en cuenta las evaluaciones previstas anteriormente.


Se evaluará el cumplimiento de las medidas del plan y se propondrá, en su caso, la revisión y adaptación a la realidad a través de mejoras que garanticen la transparencia y la minimización del riesgo.





8.- CANAL DE DENUNCIAS.





Como medida de detección y prevención del fraude y la corrupción se ha habilitado un canal de denuncias a través del siguiente link en la web del Ayuntamiento: https://coana.sede.eayuntamiento.es/action/main;jsessionid=405FBF7EFD32AF6CF22137615DC47019?method=enter, existentes en la web del Ayuntamiento.





La denuncia se presentará en el citado enlace de la web del Ayuntamiento. En todo caso, y siempre que excepcionalmente no sea posible la utilización de medios electrónicos, los hechos constitutivos de denuncia podrán trasladarse en soporte papel mediante el envío de la documentación en sobre cerrado a la dirección postal del Ayuntamiento, a la atención de la Comisión Antifraude.


Una vez presentada la misma, el denunciante recibirá una respuesta automatizada de su recepción.


En el plazo de 7 días se remitirá un acuse de recibo. 


Se designará un gestor de la denuncia que llevará a cabo el análisis y seguimiento de é


sta y que a su vez mantendrá la comunicación con el denunciante. En caso necesario, solicitará información adicional. 


En un plazo razonable no superior a tres meses a partir del acuse de recibo o, si no se remitió un acuse de recibo al denunciante, tres meses a partir del vencimiento del plazo de siete días después de hacerse la denuncia se remitirá respuesta al denunciante de las actuaciones realizadas.


9.- COMUNICACIÓN Y DIFUSIÓN.





El Ayuntamiento tratará en todo momento de favorecer la participación e implicación de todo el personal para lo cual se habilitará un buzón de correo electrónico que permita que todo el personal del ayuntamiento pueda comunicar, además de la información relevante en materia de integridad institucional, otra serie de cuestiones sobre riesgos de gestión y aportar las propuestas de mejora que considere oportunas. Las propuestas presentadas se analizarán por el órgano supervisor del plan.








